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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 2  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-1663-2022
CARATULADO : ORT ZAR/FISCO (CONSEJO DEÚ  
DEFENSA DEL ESTADO)

Santiago,  veintis is de Octubre de dos mil veintitr s.é é

VISTOS:

Con fecha 04de marzo de 2022, comparece V ctor Rosas Vergaraí , abogado, 

domiciliado  en calle  Phillips  N 16,  quinto  piso,  oficina Y,  comuna de  Santiago,  en°  

representaci n  judicial  de  do a  ó ñ MAR A  ISABEL  LE N  MILLACARISÍ Ó ,  chilena, 

casada,  asesora del hogar,  domiciliada en calle La pera n mero 903, Villa Volc nÓ ú á  

Maipo, comuna de Maip  y do a ú ñ MARTA SOLEDAD ORT ZAR MI OÚ Ñ , soltera, 

due a de casa, domiciliada en calle Quebrada Aranda n mero 14.995, comuna de Sanñ ú  

Bernardo,  quien interpone acci n de indemnizaci n de perjuicios por responsabilidadó ó  

extracontractual en contra del  FISCO DE CHILE, representado legalmente por don 

Juan Antonio Peribonio Poduje, presidente del Consejo de Defensa del Estado, con 

domicilio en  Agustinas N  1225, 4  Piso, comuna de Santiagoº ° ,  Regi n Metropolitanaó , 

por los motivos de hecho y fundamentos de derecho que expone.

Realiza una breve exposici n a efecto de brindar un contexto historico temporaló  

respecto de las circunstancias que rodean el relato de las victimas, que a continuacion se 

expone.

MAR A ISABEL LE N MILLACARISÍ Ó , reconocida por la Comisi n Nacionaló  

sobre Prisi n Pol tica y Tortura (Valech I), con el n mero 13.004, declara que:ó í ú

Fue detenida en el hogar de sus padres, ubicado en Cunaco, fundo El Huape s/n, 

provincia de Colchagua, el d a 15 de noviembre de 1973.í

Relata que cerca de las 17:00 horas lleg  a su casa un veh culo tipo jeep conó í  

personas de civil armadas con metralletas a preguntar por ella. Dijeron que ven an aí  

buscarla para tomarle una declaraci n.ó

Se ala que, a la epoca ocurridos los acontecimientos que relata, tenia 17 a os,ñ ñ  

siendo estudiante de 2  a o medio en la Escuela T cnica Femenina de San Fernando, y° ñ é  

que su padre hab a fallecido cuando ella ten a 8 a os de edad.í í ñ

Indica que, le hicieron subir a la camioneta en donde ya llevaban a su amiga, 

Marta  Ort zar,  compa era  de  la  escuela,  expresa  que  solo  se  pudieron  mirarú ñ  

angustiadamente sin saber qu  estaba pasando, ya que no nos dejaban hablar.é

Expresa  que,  fueron  trasladadas  a  la  Fiscal a  Militar  de  San  Fernandoí  

se al ndoles que debian esperar, mientras eran custodiadas por personal de Carabineros.ñ á

Refiere que esa noche, debieron dormir turn ndose, para que una cuidara a laá  

otra y as  cerciorase de que no les pasara nada. Se ala que pasaron toda la noche en esaí ñ  

circunstancias y parte del d a 16, privadas de alimentos, agua, abrigo y acceso a serviciosí  

higienicos.
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Se ala que, con posteriridad fueron trasladadas en un furg n de carabineros. Enñ ó  

direcion a la c rcel, lugar donde fueron internadas y se encontraron con la directora deá  

la escuela b sica N 47 de Cunaco,  do a Constanza Donoso quien estaba prisioneraá ° ñ  

junto a sus hijas Constanza y rica Labr n Donoso y otros familiares.É í

Expresa que, pasaron algunos d as y las sacaron a declarar a la Fiscal a Militar,í í  

movilizandolas  a  pie,  pasando pasando por la  plaza  de San Fernando,  lugar donde 

personas del colegio tomaron conocimiento de que estaban detenidas.

Una vez en la Fiscal a fueron interrogadas respecto de su participacion en laí  

generacion de propaganda politica, la tenencia de armas y acerca de sus relaciones con 

sus compa eros. Refeire haber respondido que ambas respondimos: se desempe aban enñ ñ  

un centro juvenil cat lico donde ense aban a los ni os catecismo en las casas patronalesó ñ ñ  

del fundo el Huape en Cunaco, que era propiedad de las hermanas Adoratrices. 

Se ala que despues de haber sido interrogadas, no volvieron a declarar m s, hastañ á  

que un d a fueron llamadas mencionandoles que tenian visita. Al salir se encontraroní  

con una se ora y un caballero. La se ora resulto ser amiga del pap  de su compa erañ ñ á ñ  

Marta Ort zar. El caballero se dirigi  a una oficina y posteriormente volvi  con unú ó ó  

funcionario quien les dijo que arreglaran sus cosas porque se iban.

Que, una vez en libertad tomo contacto con su hermana, quien le comunic  queó  

su madre habia fallecido de un infarto al enterarse que ella estaba en la c rcel, a su vezá  

le  manifiesta  que  solicitaron autorizacion  para  que  ella  pudiese  asistir  a  su  funeral, 

solicitud que fue denengada por sus captores.

Refiere  haber  permanecimos  diez  d as  en  la  c rcel,  sa ala  que  fue  unaí á ñ  

experiencia horrible y cruel, el hecho de haber estado detenida sin motivo a esa edad, 

a ade que hasta el d a de hoy sufre la secuela de la culpa por el fallecimiento de suñ í  

madre.

Relata que al volver al colegio no se sintio apoyada por la comunidad escolar. 

Refiere haber sido vigilada durante un tiempo por gente de la fiscal a, desde que sal a deí í  

mi casa hasta que volv a, esto le provoco temor e insegurdad al punto de abandonar elí  

colegio y de no haber podido seguir sus estudios. 

Que, al quedar hu rfana de padre y madre, permanecio algunos a os viviendoé ñ  

con su hermano mayor y su se ora, laborando en el campo. Ya m s grande, migr  añ á ó  

Santiago para trabajar como asesora en casa de una t a.í

Se ala como secuelas de su experiencia, ha sufrido depresi n y crisis de p nico, loñ ó á  

que le ha provocado ser demasiado aprensiva con sus hijos, ya que siempre piensa que 

les puede pasar algo malo. Indica que hay d as que llora y no se convence de comoí  

perdi  a su madre, el hecho de haber estado prisionera y sufrido vej menes sin saberó á  

nunca el motivo, siendo en poca era menor de edad y nunca haber participado ené  

pol tica.í

MARTA  SOLEDAD  ORT ZAR  MI OÚ Ñ ,  reconocida  por  la  Comisi nó  

Nacional sobre Prisi n pol tica y Tortura (Valech I), con el n mero 17.661, declara que:ó í ú
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En los a os de inicio de la dictadura, viv a en Santa Cruz de la Sexta Regi n, enñ í ó  

un pueblo llamado Cunaco, fundo El Huape. En ese tiempo viv a con sus padres, eraní  

siete hermanos. Estaba cursando cuarto a o medio en la Escuela T cnica Femenina deñ é  

San Fernando. Que su nica actividad anexa al colegio era que en supueblo prestabaú  

servicios  a la Iglesia  de Cunaco como catequista,  preparando ni as  y ni os  para lañ ñ  

primera comuni n y la confirmaci n.ó ó

Se ala que, el 15 de noviembre de 1973, poco antes de las 17 horas, cuandoñ  

estaba llegando del colegio, tocan a la puerta y ella misma sale a atender, eran dos 

hombres de Fiscal a Militar (vestidos de civil) y me dicen: Usted es Marta Ort zar, debeí “ ú  

acompa arnos a San Fernando a hacer una declaraci n.ñ ó

Indica haberse subido a un jeep oscuro donde se encontraban dos hombres m s,á  

tambi n de civil; luego en el trayecto pasaron a buscar a otra estudiante, Isabel Le n.é ó  

Refiere que no entend a de qu  se trataba todo eso.í é

Expresa que ese mismo d a, despu s de que se la llevaron, llegaron otras personasí é  

a su casa y dieron vuelta todas sus pertenencias: libros, cama, muebles, etc.

Relata que esa noche la pasaron en una comisar a de San Fernando, sentadas ení  

unos bancos de madera, vigiladas por carabineros.

Que, el d a 16 de noviembre, en horas de la tarde, fueron llevadas a la c rcel yí á  

encerradas junto al resto de las reclusas.

Al  d a siguiente  fueron llevadas  a  declarar  a  la  Fiscal a  Militar.  Explica  queí í  

deb an cruzar como prisioneras por la plaza a pie, sinti ndonos observadas y humilladasí é  

por la gente presente, incluso sus compa eras del colegio.ñ

En el interrogatorio le hac an preguntas relativas a la produccion de propagandaí  

politica, la tenencia de armas y si se relacionaban sexualmente con sus compa eros, loñ  

que refiere como particularmente denigrante.

Expresa que durante  su detencion su amiga Isabel  perdi  a su madre de unó  

infarto y sus captores no fueron capaces de llevarla a ver a su madre muerta, ni a su  

funeral.

Se ala  que el  d a 24 de noviembre  de 1973,  ella  y su amiga  Isabel,  fueronñ í  

liberadas gracias a gestiones de un uniformado conocido de su padre.

Al volver al liceo, sintio el rechazo de la comunidad escolar, e inlcuso indica que 

le hicieron repertir cuarto a o medio ante la negativa de realizar una evaluacion porñ  

parte de un docente.

Indica que siguio siendo vigilada durante algunas semanas por gente de la Fiscal aí  

Militar, desde que sal a de mi casa hasta que volv a. í í

Explica que, todos estos a os he estado muy choqueada con todo lo acontecido,ñ  

actualmente refiere tener miedo a carabineros y cuando se habla de los hechos del 73, le 

dan hasta escalofr os.í

Finalmente  se ala  que,  las  razones de mi  detenci n  nunca las  supo,  que fueñ ó  

inculpada por  nada,  ya que no participaba en pol tica  ni  en movimientos  juveniles.í  
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Expresa que nunca entendio la raz n que pudo haber para hacerles sufrir tan terrible yó  

traum tica experiencia.á

Argumenta que, conforme al derecho internacional, a la Constituci n Pol tica deó í  

la Rep blica y la Ley N  18.575 Org nica Constitucional de Bases Generales de laú ° á  

Administraci n del Estado, entre otras normas que cita, que sus representadas fueronó  

v ctimas de cr menes de lesa humanidad y cr menes de guerra, sancionados conforme aí í í  

nuestra legislaci n interna a la luz del derecho internacional humanitario, lo que ser aó í  

fundamental a la hora de resolver en cuanto a la responsabilidad de reparaci n que leó  

cabe al Estado de Chile en este caso.

Posteriormente  se  refiere  a  la  imprescriptibilidad  de  la  accion  de  reparacion 

deducida, citando profusa jurisprudencia en la que se ha considerado un estatuto de 

normas que privilegian y desarrollan los principios de la primac a constitucional y deí  

juridicidad, debiendo ponderarse el estatuto de la responsabilidad extracontractual del 

Estado en el mbito de los derechos humanos a la luz de las normas de car cter p blicoá á ú  

e  internacionales,  y  no  bajo  las  normas  del  derecho  privado,  torn ndose  as  ená í  

imprescriptibles las acciones patrimoniales derivadas de las violaciones a los derechos 

humanos.

Termina solicitando que se condene al demandado al pago de $500.000.000.- 

(quinientos  millones  de  pesos),  o  la  suma  que  el  tribunal  determine,  a  t tulo  deí  

indemnizaci n  por  da o moral,  m s reajustes,  intereses  y costas,  a cada una de lasó ñ á  

demandantes. 

A folio  8,  con fecha 13 de abril  de  2022, se practic  la notificaci n de laó ó  

demanda y su prove do, en la forma dispuesto en el art culo 44 inciso 2 del C digo deí í ó  

Procedimiento Civil. 

A  folio  10,  con  fecha  06  de  mayo  de  2022, compareci  el  demandadoó  

solicitando  el  total  rechazo  de  la  acci n  incoada  en  su  contra  en  atenci n  a  lasó ó  

excepciones,  defensas  y  alegaciones  que  opuestas,  con  costas,  y  en  subsidio,  rebajar 

sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido.

En  primer  lugar,  opone  la  excepci n  de  reparaci n  integral,  fundada  en  lasó ó  

reparaciones ya otorgadas a los familiares de v ctimas de violaciones a los Derechosí  

Humanos. En este sentido, sustenta la excepci n en que en el marco de la llamadaó  

Justicia  Transicional ,  se  ha instado a la  reparaci n  de  las  v ctimas  por  medio de“ ” ó í  

programas estatales que incluyen beneficios educacionales, de salud, gestos simb licos uó  

otras medidas an logas a la simple entrega de una cantidad de dinero; dentro de estasá  

medidas, la ley N  19.123, legislaci n con un marcado inter s reparatorio, junto con° ó é  

otras normas jur dicas conexas,  han establecido los diversos mecanismos mediante losí  

cuales  se  ha  concretado  esa  reparaci n:  a)  por  medio  de  transferencias  directas  enó  

dinero,  en  lo  que  el  Fisco  habr a  desembolsado  a  diciembre  de  2019  la  suma  deí  

$992.084.910.400; b) reparaciones mediante la asignaci n de derechos sobre prestacionesó  
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estatales  espec ficas,  en  este  sentido  expone  que  las  demandante  han  recibido  losí  

beneficios pecuniarios contemplados en la ley N  19.992 y sus modificaciones, asimismo°  

que, en t rminos generales, existen prestaciones estatales en salud y educacionales poré  

medio del programa PRAIS y beneficios en vivienda; y c) reparaciones simb licas, a finó  

de otorgar satisfacci n a las v ctimas que reparar el dolor y tristeza y con ello reducir eló í  

da o moral sufrido. ñ

Sostiene que existe, en consecuencia, identidad de causa entre lo que se pide en 

estos autos y las reparaciones realizadas descritas anteriormente, por lo que no procede 

que sean compensadas nuevamente, cita al efecto jurisprudencia, e interpone excepci nó  

de reparaci n satisfactiva. ó

En segundo lugar,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  de  la  acci n  civil  deó ó ó  

indemnizaci n de perjuicios deducida, conforme a lo previsto en los art culos 2332 yó í  

2497 del C digo Civil, debiendo a su juicio rechazarse la demanda en todas sus partesó  

por este motivo, toda vez que desde la poca de los hechos desde el 15 de noviembre deé  

1973,  hasta el 24 de noviembre de 1973, a la fecha de notificaci n de la demanda 13ó  

de abril de 2022 aun considerando una suspensi n de la prescripci n durante la pocaó ó é  

de  dictadura,  habr a  transcurrido  en  exceso  el  plazo  de  prescripci n  extintivaí ó  

contemplado  en  el  art culo  2332  del  C digo  Civil.  Subsidiariamente,  alega  laí ó  

prescripci n extintiva de cinco a os contemplada para las acciones y derechos en eló ñ  

art culo 2515 del C digo Civil. í ó

Cita al efecto diversa jurisprudencia, entre ella sentencia de unificaci n dictadaó  

por el pleno de la Excma. Corte Suprema en autos al C-10.665-2011, e indica que 

atendido  el  car cter  patrimonial  de  la  acci n  incoada  est  sujeta  a  extinguirse  porá ó á  

prescripci n y que en los diversos instrumentos del derecho internacional de los derechosó  

humanos  no se  contempla la  imprescriptibilidad de  las  acciones  civiles  derivadas  de 

delitos o cr menes de lesa humanidad, o que proh ba o impida la aplicaci n del derechoí í ó  

interno en la materia. 

Alega  en  subsidio  a  las  defensas  y  excepciones  precedentes,  que  el  monto 

pretendido  a  t tulo  indemnizatorio  por  el  demandante  es  excesivo.  En  este  sentidoí  

expone que la indemnizaci n del da o puramente moral no se determina cuantificando,ó ñ  

en  t rminos  econ micos,  el  valor  de  la  p rdida  o  lesi n  experimentada,  sino  soloé ó é ó  

otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o,í ó ñ  

morigerarlo o hacerlo m s soportable, mediante una cantidad de dinero u otro medio,á  

que  en  su  monto  o  valor  sea  compatible  con  esa  finalidad  meramente  satisfactiva. 

Asimismo, tampoco resultar a dable invocar la capacidad econ mica del demandante y/oí ó  

del  demandado  como  elemento  para  fijar  la  cuant a  de  la  indemnizaci n  sinoí ó  

nicamente a la extensi n del da o. A ade, en subsidio, que en todo caso la regulaci nú ó ñ ñ ó  

del da o moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardar armon a conñ í  

los  montos  establecidos  por  los  Tribunales,  en  este  sentido,  explica  que  se  deben 

considerar todos los pagos recibidos a trav s de los a os por el actor de parte del Estado,é ñ  
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conforme a las leyes de reparaci n (N  19.234, N  19.992 y sus modificaciones y dem só ° ° á  

normativa pertinente),  y que seguir n percibiendo a t tulo de pensi n, y tambi n losá í ó é  

beneficios extrapatrimoniales que estos cuerpos legales contemplan que tienen por objeto 

reparar el da o moral, de modo de evitar un doble pago por un mismo hecho. ñ

Por ltimo, hace presente que el pago de reajustes e intereses nicamente podr anú ú í  

devengarse en el caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la pretensi n yó  

establezca esa obligaci n, y desde que se encuentre firme y ejecutoriada. ó

A folio 14, con fecha 24 de mayo de 2022, la parte demandante evacu  eló  

tr mite de la r plica.á é

En primer lugar, se ala que el Consejo de Defensa del Estado, no discute losñ  

hechos que han sido invocados en la demanda,  de igual  manera no controvierte  la 

existencia de los da os alegados, es m s, los admite y los ocupa como fundamento parañ á  

su alegaciones al se alar que estos ya habrian sido reparados. ñ

Agrega que la contestacion de la demanda  es absolutamente generica y que no 

hace referencia alguna al caso particular de autos, limitandose  unicamente a referir 

montos de dinero que .el Estado ha desembolsado en favor de victimas de violaciones de 

derechos humanos.

En  segundo  t rmino,  respecto  de  la  excepci n  de  pago,  se ala  que  resultaé ó ñ  

irreconciliable con la normativa internacional ya se alada en la demanda, porque elñ  

derecho com n interno s lo es aplicable cuando no contradice el derecho internacional,ú ó  

en  materias  de  graves  violaciones  a  los  derechos  humanos  y  de  cr menes  de  lesaí  

humanidad.

En cuanto al r gimen de pensiones asistenciales otorgadas por el Fisco, indica,é  

luego  de  reiterar  los  argumentos  de  la  demandada,  que  bien  lo  ha  se alado  lañ  

jurisprudencia de la Corte Suprema en m ltiples oportunidades, los montos y pensionesú  

a  las  cuales  hace  referencia  el  Fisco  de  Chile,  no  excluyen  de  forma  alguna  las 

indemnizaciones que se reclaman ante violaciones a los derechos humanos.

Agrega que las pensiones asistenciales otorgadas por el Fisco no son de manera 

alguna incompatible con la indemnizaci n perseguida, puesto que la reparaci n otorgadaó ó  

por ellas solo ser a parcial respecto de todo el da o provocado a las v ctimas. í ñ í

Respecto  de  la  excepci n  de  prescripci n,  expresa  que  las  alegaciones  de  laó ó  

demandada no tienen asidero alguno, tanto en nuestro ordenamiento jur dico, as  comoí í  

en nuestra actual jurisprudencia.  Refiere que actualmente, la jurisprudencia de nuestros 

tribunales de justicia es uniforme en cuanto a considerar la inaplicabilidad de las normas 

sobre prescripci n contenidas en nuestro C digo Civil en casos sobre violaciones a losó ó  

derechos humanos. Dicha uniformidad en este criterio jurisprudencia ha sido ratificado 

por recientes fallos dictados por la Corte Suprema.

En tercer lugar, afirma que el monto demandado es ajustado a la justicia ya que 

se tratar a de un da o moral de la mayor entidad provocado con ocasi n de los cr menesí ñ ó í  
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cometidos en contra de la demandada por agentes del Estado, debiendo ser el tribunal 

quien, en definitiva, fije el monto de la indemnizaci n satisfactiva.ó

Por ltimo, sostiene que los reajustes e intereses demandados  sean determinadosú  

por el juez en cuanto al periodo, monto, forma de c lculo y tasa de los mismos, ená  

virtud del principio de reparacion integral del da o.ñ

A folio 19, con fecha 06 de junio de 2022,  el demandado evacu  el tr miteó á  

de d plica ratificando en primer lugar, la totalidad de las argumentaciones expresadas enú  

la contestaci n y agregando en relaci n con la excepci n de reparaci n integral que eló ó ó ó  

da o moral ya ha sido indemnizado, en este sentido enfatiza en que el Estado de Chileñ  

ha realizado un esfuerzo por compensar el da o producido a las v ctimas, y en especial,ñ í  

reparaciones  que  han  sido  percibidas  por  el  demandante,  ya  sea  en  forma  de 

transferencias  directas  en  dinero,  mediante  la  asignaci n  de  nuevos  derechos  sobreó  

prestaciones  estatales  espec ficas  y  mediante  el  conjunto  de  reparaciones  simb licasí ó  

mencionadas en la contestaci n.ó

En segundo t rmino, en relaci n con la excepci n de prescripci n opuesta, laé ó ó ó  

importancia de la sentencia en el caso DOMIC BEZIC, MAJA y otros con FISCO ,“ ”  

antes mencionado, oportunidad en la que se concluy  por la Excma. Corte Suprema,ó  

que las acciones de responsabilidad extracontractual en contra del Estado prescriben en 

el plazo de cuatro a os desde la perpetraci n de los hechos, conforme con lo dispuestoñ ó  

en  el  art culo  2332  del  C digo  Civil.  Asimismo,  que  la  Excma.  Corte  ha  dejadoí ó  

claramente  establecido que  los  tratados  internacionales  sobre  Derechos  Humanos  no 

impiden la aplicaci n del derecho interno, espec ficamente las normas sobre prescripci nó í ó  

de la acci n civil. ó

Por ltimo, en cuanto al da o moral y otras alegaciones, se ala que se remite a loú ñ ñ  

expresado en el escrito de contestacion y precisa que respecto del da o moral alegado,ñ  

que  en  doctrina  no  existen  los  da os  morales  evidentes,  razon  por  lo  cual  enñ  

concordancia con el articulo 1698 del C digo Civil,ó  incumbe probarlas a quien las alega; 

aun trat ndose de un da o extrapatrimonial, el da o moral debe probarse tanto en suá ñ ñ  

existencia como en su extensi n. ó

A folio  20,  con  fecha  09  de  junio  de  2022, se recibi  la causa a prueba,ó  

fij ndose los hechos sustanciales, pertinentes y controvertido sobre los que ha de recaer.á

Con fecha 01 de febrero de 2023, se cit  a las partes para o r sentencia. ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que,  do a  ñ MAR A  ISABEL  LE N  MILLACARIS  Í Ó y  do añ  

MARTA SOLEDAD ORT ZAR MI O,  Ú Ñ  por medio de su abogado, demandaron 

en juicio ordinario de indemnizaci n de perjuicios al FISCO DE CHILE, representadoó  

por el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, Juan Antonio Peribonio Poduje a 

objeto  de  que  el  ente  estatal  sea  condenado  a  pagar  en  su  favor  $500.000.000 

(quienientos  millones de pesos)  cada una,  o la suma que el  tribunal  determine,  m sá  

reajustes, intereses y costas, a t tulo de indemnizaci n por el da o moral que se les infirií ó ñ ó 
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con ocasi n de la privaci n de libertad de las que fueron v ctimas a manos de agentesó ó í  

del Estado. 

SEGUNDO: Que, contestando la demanda, el demandando interpuso en primer 

t rmino la excepci n de reparaci n integral, en segundo lugar, opuso la excepci n deé ó ó ó  

prescripci n de la acci n civil de indemnizaci n de perjuicios deducida. En subsidio, aó ó ó  

las  defensas  y  excepciones  precedentes,  alega  que  el  monto  pretendido  a  t tuloí  

indemnizatorio por el demandante es excesivo. Por ltimo, sostiene la improcedencia delú  

pago de reajustes e intereses en los t rminos solicitados.é

TERCERO: Que, en el tr mite de la r plica la actora busc  refutar las defensasá é ó  

opuestas por el demandado, manifestando que no ha existido una reparaci n ntegra poró í  

parte  del  Estado  a  las  v ctimas  de  violaciones  a  los  derechos  humanos,  que  laí  

prescripci n  civil  no opera trat ndose  de atentados de lesa  humanidad,  y  que  es  eló á  

tribunal quien en definitiva debe fijar el monto de la indemnizaci n que corresponde.ó  

CUARTO: Que,  el  demandado  evacu  el  tr mite  de  d plica  y  ratific  laó á ú ó  

totalidad de las argumentaciones expresadas en la contestaci n y agreg , en relaci n conó ó ó  

la excepci n de reparaci n integral que el da o moral ya ha sido indemnizado, en esteó ó ñ  

sentido enfatiza en que el Estado de Chile ha realizado un esfuerzo por compensar el 

da o producido a las v ctimas, y en especial, reparaciones que han sido percibidas por elñ í  

demandante,  ya  sea  en  forma  de  transferencias  directas  en  dinero,  mediante  la 

asignaci n  de  nuevos  derechos  sobre  prestaciones  estatales  espec ficas  y  mediante  eló í  

conjunto de reparaciones simb licas mencionadas en la contestaci n.ó ó

En  relaci n  con  la  excepci n  de  prescripci n  opuesta,  la  importancia  de  laó ó ó  

sentencia en el caso DOMIC BEZIC, MAJA y otros con FISCO , antes mencionada,“ ”  

oportunidad en la que se concluy  por la Excma. Corte Suprema, que las acciones deó  

responsabilidad extracontractual en contra del Estado prescriben en el plazo de cuatro 

a os desde la perpetraci n de los hechos, conforme con lo dispuesto en el art culo 2332ñ ó í  

del C digo Civil. ó

Por ltimo,  en  cuanto  al  da o  y  su  extion  se ala  que  de  conformidad a  loú ñ ñ  

establecido en el articulo 1698 del C digo Civil, incumbe al demandante demostrar suó  

existencia y extensi n.ó

 QUINTO: Que, para la prueba de sus asertos, la parte demandante acompañó 

a folio 1 y 25, los siguientes documentos:

1. Copias  simple  de  Informe  Cl nico  Psicol gico  de  Da o,  remitido  por  elí ó ñ  

Programa de Reparaci n y Atenci n Integral en Salud (PRAIS), del Servicioó ó  

de Salud Metropolitano, respecto de do a  ñ Mar a  Isabel  Le n  Millacarisí ó , 

con fecha de evaluaci n 6 de octubre del a o 2021.ó ñ

2. Copias  simple  de  Informe  Cl nico  Psicol gico  de  Da o,  remitido  por  elí ó ñ  

Programa de Reparaci n y Atenci n Integral en Salud (PRAIS), del Servicioó ó  

de Salud Metropolitano, respecto de do a  ñ Marta Soledad Ort zar  Mi oú ñ , 

con fecha de evaluaci n 8 de febrero del a o 2022.ó ñ
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3. Extractos del Informe Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó í  

apartados relativos a Violencia contra las mujeres (p gs. 575-580), Agresionesá  

y Violencia Sexual contra las Mujeres (p gs.242-244; 251-254) y Violenciaá  

contra Menores de Edad (p gs.581-582)á

SEXTO: Que, el demandado solicit  se oficiara al Instituto de Previsi n Social, yó ó  

consta a folio 16 respuesta de oficio recibido desde dicha instituci n, trat ndose del Ord.ó á  

DSGT N  4792-7163 de fecha 01 de junio de 2022, suscrito por Alexander Su rez° á  

Olivares,  Jefe  del  Departamento  Secretar a  General  y  Transparencia,  Instituto  deí  

Previsional  Social,  que  se  tuvo  por  acompa ados  legalmente  y  sin  objeci n  de  lañ ó  

contraria.  

S PTIMO:É  Que, con el m rito del Ord. DSGT N  4792-7163 de fecha  01 deé °  

junio de 2022, suscrito por Alexander Su rez Olivares, Jefe del Departamento Secretar aá í  

General y Transparencia, Instituto de Previsional Social, se tiene por acreditado que las 

demandantes  fueron  v ctimas  de  prisi n  pol tica  y  tortura,  motivo  por  el  cual  soní ó í  

titulares de los beneficios de reparaci n Leyes N  19.992 y N  20.874, como indicaó ° °  

dicho  documento  aportado  al  proceso  por  el  demandado.  A  mayor  abundamiento, 

dichas circunstancias no fueron controvertidas por la parte demandada en sus escritos de 

discusi n, centrando sus argumentos en la improcedencia de la indemnizaci n solicitadaó ó  

por encontrarse reparado el da o y, en subsidio, por encontrarse prescrita la acci n.ñ ó

OCTAVO:  Que,  el  tribunal,  en  uso de  las  atribuciones  contempaldas  en el 

art culo 159 del C digo de Procedimiento Civil, en folio 30 y con fecha 02 de febrero deí ó  

2023, decret  como medida para mejor resolver traer a la vistaó  los Informes M dicos delé  

Servicio M dico Legal, conforme al Protocolo de Estambul, referente a las querellantesé  

do a  Mar a  Isabel  Le n  Millacaris  y  do a  Marta  Soledad  Ort zar  Mi o,  que  señ í ó ñ ú ñ  

encuentran  en  la  Causa  Rol  2889-2021 de  la  Ilustr sima  Corte  de  Apelaciones  deí  

Santiago.

En folio 33, consta la recepcion del oficio N 331-2023 de fecha 16 de febrero deº  

2023, de la Ilustr sima Corte de Apelaciones de Santiago, suscrito por el Ministro ení  

visita  Extraordinaria  Guillermo de la Barra D nder,  por  medio del  cual  se  remitenü  

copias autorizadas de los informes psicol gicos practicados a do a Mar a Isabel Le nó ñ í ó  

Millacaris y do a Marta Soledad Ort zar Mi o.ñ ú ñ

NOVENO: Que, conforme a lo establecido precedentemente, resulta clara la 

responsabilidad civil del Estado emanada de los hechos descritos y de la intervenci n deó  

sus agentes, considerando en particular lo dispuesto en el inciso primero del art culo 6 deí  

la Constituci n Pol tica de la Rep blica, en cuanto los rganos del Estado deben someteró í ú ó  

su acci n a la Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar eló ó  

orden institucional de la Rep blica, disponiendo el inciso final de la norma citada que laú  

infracci n de la misma generar  las responsabilidades y sanciones que determine la ley;ó á  

y, adem s, lo dispuesto en el art culo 4 de la Ley N  18.575 Org nica Constitucional deá í º á  

Bases  Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,  que  se ala  que  ó ñ “El  Estado  será 
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responsable por los da os que causen los rganos de la administraci n en el ejercicio deñ ó ó  

sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario  

que los hubiere ocasionado , responsabilidad que, en todo caso, no ha sido impugnada”  

por el demandado, y que se refleja, adem s, en los beneficios otorgados por las leyes Ná ° 

19.123, N 19.992 y N 20.874  a las v ctimas de prisi n pol tica y tortura, reconocidas° ° í ó í  

por el Estado de Chile.

DECIMO: Que los vej menes de los que fueron v ctimas las demandantes, haná í  

sido calificados como delitos de lesa humanidad, siendo, a su vez, expresas violaciones a 

los Derechos Humanos, seg n lo prevenido en la Convenci n Americana sobre Derechosú ó  

Humanos, denominada Pacto de San Jos  de Costa Rica, suscrita por Chile en el a oé ñ  

1990, en virtud de la cual los Estados Americanos signatarios reconocen, entre otras 

garant as fundamentales:í

.- que toda persona tiene derecho a que se respete su vida, sin que nadie pueda 

ser privado de ella arbitrariamente (art culo 4); í

.- que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad f sica, ps quica yí í  

moral, sin que nadie deba ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 

o degradantes (art culo 5); í

.- que toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal, sin 

poder  ser  privado  de  aquella,  salvo  por  las  causas  y  en  las  condiciones  fijadas  de 

antemano por las constituciones pol ticas de los estados parte o por las leyes dictadasí  

conforme  a  ellas,  ni  tampoco  ser  objeto  de  detenci n  o  encarcelamiento  arbitrariosó  

(art culo 7); í

.- que la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser 

protegida por la sociedad y el Estado (art culo 17); í

.- que existe una correlaci n entre deberes y derechos, por lo que toda personaó  

tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad, estando limitados los 

derechos de cada persona por los derechos de los dem s, por la seguridad de todos y porá  

las justas exigencias del bien com n, en una sociedad democr tica (art culo 32); ú á í

.-  que  se  le  reconoce  competencia  a  la  Corte  Interamericana  de  Derechos 

Humanos  para  que  cuando  decida  que  hubo  violaci n  de  un  derecho  o  libertadó  

protegidos por la Convenci n, disponga, si  ello fuere procedente, que se reparen lasó  

consecuencias  de  la  medida  o  situaci n  que  ha  configurado  la  vulneraci n  de  esosó ó  

derechos y el pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada (art culo 63); ó í

.- que la parte del fallo que disponga una indemnizaci n compensatoria se podró á 

ejecutar en el respectivo pa s por el procedimiento interno vigente para la ejecuci n deí ó  

sentencias contra el Estado (art culo 68 N  2).í °

Asimismo, conviene consignar que de acuerdo al Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Pol ticos de la Organizaci n de Naciones Unidas, vigente en Chile desde el a oí ó ñ  

1989, los Estados acuerdan que no podr  admitirse restricci n o menoscabo de ningunoá ó  

de los Derechos Humanos Fundamentales reconocidos o vigentes en virtud de leyes, 
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convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto que el Pacto no les reconoce o los 

reconoce  en  menor  grado  (art culo  5  N  2);  teniendo  toda  persona  que  haya  sidoí °  

ilegalmente detenida o presa, el derecho efectivo a obtener reparaci n (art culo 9 N  5).ó í °

D CIMO PRIMERO:É  Que en el marco del reconocimiento de la violaci n deó  

Derechos Humanos en nuestro pa s por parte de agentes del Estado durante la dictaduraí  

c vico-militar, se dict  en el a o 1992 la Ley N  19.123, mediante la cual se cre  laí ó ñ ° ó  

Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n,  a  la cual,  entre  sus  diversosó ó ó  

objetivos, se le encomend  especialmente promover la reparaci n del da o moral de lasó ó ñ  

v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos o de violencia pol tica. í í

A su  vez,  la  Ley  N  19.992  estableci  una  pensi n  anual  de  reparaci n  en° ó ó ó  

beneficio de las v ctimas directamente afectadas por violaciones a los Derechos Humanosí  

individualizadas  en  el  anexo  "Listado  de  prisioneros  pol ticos  y  torturados",  de  laí  

N mina de Personas Reconocidas como V ctimas, que forma parte del Informe de laó í  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura. Dicha pensi n asciende a una sumaó ó í ó  

que alcanza entre $1.353.798 y $1.549.422, seg n la edad del beneficiario, y se reajustaú  

conforme a lo dispuesto en el art culo 14 del Decreto Ley N  2.448, de 1979 o en lasí °  

normas  legales  que  reemplacen  la  referida  disposici n,  o  en las  normas  legales  queó  

reemplacen la referida disposici n. Junto a la asignaci n aludida, la ley que se vieneó ó  

rese ando tambi n otorga a sus beneficiarios, en car cter de gratuitas, las prestacionesñ é á  

m dicas y educacionales que detalla. é

De igual manera, la Ley N  20.874 concedi  un aporte nico, en car cter de° ó ú á  

reparaci n  parcial,  de  $1.000.000,  a  los  titulares  individualizados  en  la  N mina  deó ó  

Personas Reconocidas como V ctimas del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi ní ó ó  

Pol tica y Tortura, bajo las condiciones que se ala, y que ser  imputable al monto que,í ñ á  

en su caso, se otorgue por concepto de reparaci n pecuniaria a cada v ctima de prisi nó í ó  

pol tica y tortura.í

D CIMOÉ  SEGUNDO: Que, las leyes precedentemente se aladas, denominadasñ  

“leyes de reparaci nó , si bien son un reconocimiento del Estado de Chile de su deber de”  

reparar el da o causado a v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos o a susñ í  

familiares  directos,  en  modo  alguno  obstan  el  leg timo  derecho  de  todo  ciudadanoí  

afectado  por  el  actuar  doloso  de  agentes  del  Estado  involucrados  en  una  pol ticaí  

sistem tica  de  violaci n  a tales  derechos  fundamentales,  cual  es  lo  acontecido en laá ó  

especie, de obtener una indemnizaci n distinta de una reparaci n meramente de car cteró ó á  

asistencial,  que  es  lo  que  establecen  las  leyes  referidas,  conforme  al  an lisis  de  susá  

supuestos,  renuncias  permitidas  y  equiparidad  de  beneficios  que  involucran;  sin 

desconocer que tales beneficios constituyen un esfuerzo del Estado por reparar el da oñ  

moral experimentado, objetivo resarcitorio coincidente con la presente v a jurisdiccional,í  

pero no incompatible, como se dijo, con la misma. 

En este sentido, el propio art culo 4  de la ley N  19.123 dispone í ° ° que en caso“  

alguno la Corporaci n podr  asumir funciones jurisdiccionales propias de los Tribunalesó á  
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de Justicia ni interferir en procesos pendientes ante ellos. No podr , en consecuencia,á  

pronunciarse  sobre  la  responsabilidad  que,  con arreglo  a  las  leyes,  pudiere  caber  a 

personas  individuales ,  lo  que  deja  de  manifiesto  el  pleno  resguardo  a  la  garant a” í  

constitucional de acudir a los tribunales de justicia cuando se estime que existe un da oñ  

que  no  ha  sido  reparado  ntegramente.  í En  consecuencia,  los  medios  voluntarios 

asumidos por el Estado y fijados en las leyes citadas, en modo alguno importan una 

renuncia o prohibici n para que las v ctimas acudan a la sede jurisdiccional a fin de queó í  

sta, por los medios que autoriza la ley, declare la procedencia de una reparaci n poré ó  

da o moral. (ñ v.gr. CS en roles 1092-2015; 17730-2015; 12636-2018; 16908-2018; 22101-

2019).

De acuerdo a lo razonado, proceder  el rechazo de la excepci n de reparaci ná ó ó  

integral opuesta por el demandado.

D CIMOÉ  TERCERO: Que  en  segundo  lugar,  el  demandado  opuso  la 

excepci n de prescripci n extintiva, fundada en que la acci n indemnizatoria incoada enó ó ó  

autos no fue interpuesta y notificada, una vez recuperada la democracia, en el plazo de 

cuatro o cinco a os que disponen, respectivamente, los art culos 2332 y 2497 del C digoñ í ó  

Civil.

Sobre  lo  anterior  cabe  tener  presente  lo  dispuesto  en  el  art culo  5  de  laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, que prescribe que el  ejercicio de la soberan aó í ú í  

reconoce  como  limitaci n  el  respeto  a  los  derechos  esenciales  que  emanan  de  laó  

naturaleza humana, siendo deber de los rganos del Estado respetar y promover talesó  

derechos, garantizados por esta Constituci n, as  como por los tratados internacionalesó í  

ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

La disposici n constitucional citada precedentemente permite la incorporaci n aló ó  

derecho nacional de las obligaciones contempladas en los instrumentos internacionales 

que recogen principios generales del derecho humanitario, entre las cuales se cuenta la 

obligaci n  de  indemnizar  ntegramente  los  da os  cometidos  por  violaciones  de  losó í ñ  

Derechos  Humanos,  la  que  adquiere  rango  constitucional.  Luego,  la  prescripci nó  

extintiva de la  acci n  deducida no puede,  por  tanto,  decidirse  sobre la base  de lasó  

disposiciones  del  C digo  Civil,  las  que  son  aplicables  a  delitos  civiles  comunes,ó  

representando  un  estatuto  jur dico  insuficiente  para  la  entidad  del  hecho  il cito  ení í  

cuesti n, cual es, la comisi n de cr menes de lesa humanidad y la consecuente necesidadó ó í  

de  reparaci n,  quedando la  acci n  indemnizatoria  en tal  caso  bajo  las  normas  queó ó  

emanan del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del ius cogens o reglas 

imperativas de derecho internacional.

D CIMOÉ  CUARTO: Que,  en consecuencia,  no existe  norma internacional, 

como  tal,  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dico  que  establezca  laí  

imprescriptibilidad gen rica de acciones orientadas a obtener el reconocimiento de laé  

responsabilidad del Estado por delitos de lesa humanidad. Sin perjuicio de ello, de los 

variados tratados internacionales suscritos por Chile, es posible concluir que cuando se 
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trata de la vulneraci n por motivos pol ticos de los derechos fundamentales, anteriores yó í  

superiores stos al Estado mismo y a la Constituci n, nuestro derecho interno, a la luz deé ó  

los tratados internacionales en esta materia, debe darles seguridad y eficaz protecci n,ó  

reconociendo, declarando y potenciando el ejercicio de los derechos, debiendo el Estado 

cumplir  no  s lo  con  su  obligaci n  de  investigar  y  sancionar  los  delitos  contra  losó ó  

Derechos Humanos, sino que tambi n repararlos en su integridad.é

En los t rminos que se viene razonando, la acci n resarcitoria derivada de losé ó  

delitos de lesa humanidad es tan imprescriptible como lo es la investigaci n y sanci n deó ó  

dichos delitos, de modo que siendo uno de estos il citos el hecho generador del da o queí ñ  

se invoca, no resultan atingentes las normas del derecho interno previstas en el C digoó  

Civil sobre prescripci n de las acciones civiles resarcitorias comunes, ya que existe unó  

estatuto normativo internacional que ha sido reconocido por nuestro pa s al efecto. Así í 

las  cosas,  la excepci n de prescripci n  extintiva opuesta  por el  demandado tambi nó ó é  

habr  de ser desestimada.á

D CIMOÉ  QUINTO: Que, en cuanto a la procedencia de la indemnizaci n deó  

perjuicios  por da o moral,  entendido este  como  ñ un detrimento que se  causa por la 

vulneraci n  a los  sentimientos  ntimos  de una persona,  como tambi n el  que surgeó í é  

producto del dolor f sico o ps quico infligido antijur dicamente a un individuo, habr  deí í í á  

decirse que en la especie, conforme con el m rito é del oficio ORD.: DSGT N  4792-7163°  

remitido por el Instituto de Previsi n Social, reconocidas como han sido como v ctimasó í  

por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, por ende, por el Estado deó ó í  

Chile,  ha de tenerse  como una verdad cierta y debidamente acreditada en juicio el 

hecho de que las demandantes han sido v ctimas de privaci n ilegal de libertad a manosí ó  

de agentes del Estado, luego del quiebre institucional acaecido en Chile en septiembre de 

1973, espec ficamente: í

.- En el caso de do a Mar a Isabel Le n Millacaris, detenida el 16 de noviembreñ í ó  

de 1973 y liberada tras 9 d as, siendo v ctima de torturas cuando ten a 17 a os de edad.í í í ñ

.- En el caso de do a Marta Soledad Ort zar Mi o, detenida el 16 de septiembreñ ú ñ  

de 1973 y liberada tras 20 d as, sufriendo torturas cuando ten a 20 a os de edad.í í ñ

El  hecho  de  su  detenci n  arbitraria  e  ilegal,  as  como  las  torturas  sufridas,ó í  

revistieron tal entidad que han generado en ambas las secuelas descritas en los informes 

de da o psicologico emitidos por el PRAIS del Servicio de Salud Metropolitano Central,ñ  

acompa ados en autos. Las vejaciones y torturas, padecidas por las ahora demandantesñ  

cuando ten a 17 y 21 a os de edad, respectivamente, seg n se describe en los informesí ñ ú  

psicol gicos practicados el a o 2021 y 2022, revistieron un impacto tan profundo en eló ñ  

continuo vital de las actoras que pese al paso del tiempo, contando a la poca de laé  

evaluaci n la Sra. Le n Millacaris con la edad de 63 a os y la Sra. Ort zar Mi o laó ó ñ ú ñ  

edad de 68 a os, todav a se manifiesta en las secuelas que se describen:ñ í

.- Mar a Isabel Le n Millacaris: Se puede concluir en su evaluaci n psicol gicaí ó “ ó ó  

la presencia cronicidad en el da o, con las diversas manifestaciones de orden psicol gicoñ ó  
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y psicosom tico se aladas; hay en su modo de vida una carga emocional que configuraá ñ  

un modo de sufrimiento psicol gico que limita sus expresiones de goce, su vida afectiva yó  

su propio desarrollo personal. Su proyecto de vida es truncado a corta edad.

No existe reparaci n en una persona que, siendo una menor de edad (17 a os)ó ñ  

pasa por la tortura psicol gica asociada a amenazas de abusos sexual en una posici nó ó  

vulnerable; posteriormente no se activan los mecanismos institucionales del estado con 

respecto a la reparaci n, configur ndose un cuadro de Traumatizaci n Extrema.  ó á ó ”

.- Marta Soledad Ort zar Mi o: Existe un da o emocional, psicol gico y f sicoú ñ “ ñ ó í  

asociado a causa de los distintos eventos represivos que han permanecido en Marta y su 

n cleo  familiar  en relaci n  a  las  detenciones  y  torturas  ocurridas  durante  dictaduraú ó  

militar  y  agudizadas  por  la  violencia  sistem tica  por  parte  del  Estado  durante  laá  

contingencia social en la actualidad. As  tambi n su salud psicol gica y calidad de vidaí é ó  

ha sido afectada por los distintos eventos de adaptacion a partir de su detenci n duranteó  

Dictadura Militar.”

D CIMO SEXTO:É  Que, la privaci n de libertad y torturas sufridas, produjeronó  

una  aflicci n  en  la  esfera  psicol gica  de  las  demandantes  que  han  debido  sufrir  yó ó  

sobrellevar, pero es tal la dimensi n del da o que ni aun el transcurso de los a os les haó ñ ñ  

permitido superarlo, todo lo cual es consecuencia del sistem tico y despiadado actuará  

llevado a cabo por agentes del Estado en ese aciago per odo de nuestra historia.í

El hito generador de los perjuicios cuya indemnizaci n se persigue es inherente aó  

todo cuanto fluye de los hechos dados por acreditados y no discutidos por el demandado, 

siendo el da o alegado igualmente inseparable de la naturaleza de los hechos, en cuantoñ  

resulta evidente que ste se produjo al verse las demandantes privadas de libertad ené  

forma arbitraria y alejadas de sus familias, sometidas a amenazas y torturas psicol gicasó  

que incidieron de manera profunda en su posterior desarrollo personal y afectivo, todo lo 

cual se vio agravado en el caso de la Sra. Le n Millacaris, desde que fundadamenteó  

puede presumirse que durante su detenci n ha debido sufrir el miedo constante de queó  

se materializaran las amenazas de ser abusada sexualmente por sus captores. De esta 

manera,  los  hechos  en  que  incurrieron  agentes  del  Estado  de  Chile  produjeron  el 

evidente  da o  moral  padecido  por  las  demandantes,  encontr ndose  en  definitiva,ñ á  

obligado a indemnizarlo.

D CIMO S PTIMO:  É É Que, en relaci n con lo anterior, el art culo 2329 deló í  

C digo Civil contiene una regla general que es aplicable a toda responsabilidad causadaó  

por un hecho il cito, incluso a la que se persigue en autos, tal es que todo da o debe serí ñ  

reparado y en toda su extensi n (principio de reparaci n integral del da o). ó ó ñ

Trat ndose de da os extrapatrimoniales, tal principio debe ser le do a la luz de laá ñ í  

especial naturaleza de stos, y aquello trae como consecuencia, que la indemnizaci né ó  

debe  tener  un car cter  compensatorio,  pues  no existe  reparaci n  material  posible  yá ó  

aquella  traducida  en  una  indemnizaci n  pecuniaria  s lo  puede  concurrir  como  unó ó  

b lsamo que alivie el dolor, ya que ni a n en estos casos, puede revestir una naturalezaá ú  
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punitiva. Junto con la indemnizaci n de contenido patrimonial, en la reparaci n de laó ó  

esfera  moral  o  espiritual  de  la  v ctima,  concurre  tambi n  como  factor  relevante  elí é  

reconocimiento del da o infringido y la asunci n de responsabilidad por parte de suñ ó  

autor y en este caso, del Estado de Chile, frente a lo que fue una pol tica sistem tica deí á  

represi n, persecusi n por razones pol ticas o ideol gicas y de atropello a los derechosó ó í ó  

esenciales que emanan de la naturaleza humana.

D CIMO  OCTAVO:É  Que,  corresponde  entrar  a  ponderar  el  quantum 

indemnizatorio de estos da os, para lo cual se tendr n en consideraci n dos elementosñ á ó  

elementos, por un lado, la magnitud del impacto sufrido por el actor producto de los 

hechos narrados y, por otro lado, los pagos realizados por el demandado Fisco de Chile 

a fin de reparar el da o causado.ñ

Sobre lo primero,  se  estar  al  an lisis  efectuado en los considerandos d cimoá á é  

quinto y d cimo sexto del presente fallo. Sobre lo segundo, cabe tener presente que elé  

demandado acompa  oficio remitido por el Instituto de Previsi n Social, que da cuentañó ó  

que las demandantes han sido beneficiarias, en el per odo que va desde septiembre deí  

marzo de 2005 a mayo de 2022, de una suma total de $33.861.144.- y que a la pocaé  

reciben una pensi n mensual de $207.774.- cada una. ó

Conforme a estos lineamientos y teniendo presente lo razonado a prop sito de laó  

reparaci n del  da o moral  en el  motivo anterior,  dado el  car cter  satisfactivo de laó ñ á  

indemnizaci n  y  porque  esta  no  puede  en  modo  alguno  constituir  una  fuente  deó  

enriquecimiento, es que se avalua prudencialmente la compensaci n del da o moral paraó ñ  

el caso de do a Marta Soledad Ort zar Mi o en la suma de $50.000.000.- (cincuentañ ú ñ  

millones de pesos) y de $60.000.000.- (sesenta millones de pesos) para el caso de do añ  

Mar a Isabel Le n Millacaris.í ó

D CIMO NOVENO:É  Que, finalmente, se comparte la posici n esgrimida poró  

el demandado Fisco de Chile en cuanto a que la obligaci n en un monto susceptible deó  

reajustes, para que no se vea afectada por una p rdida de valor en raz n de la inflaci n,é ó ó  

s lo quedar  determinada una vez ejecutoriada la sentencia; y en lo que respecta a losó á  

intereses corrientes,  stos podr n devengarse constituido que sea en mora el  deudor.é á  

Luego, ser  en estos t rminos que se acceder  a pretensi n de reajustes e intereses queá é á ó  

formula la actora.

VIG SIMO:  É Que,  no  siendo  completamente  vencido  el  demandado,  no  se 

acceder  a su condena en costas.á

POR  ESTAS  CONSIDERACIONES,  y  visto  adem s  lo  dispuesto  en  losá  

art culos 5, 6, 7 y 38 inciso segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica; 4, 5, 7,í ó í ú  

17, 32, 63 y 68 N  2 de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos; 5 N  2 y° ó °  

9 N  5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos de las Naciones Unidas; 4° í  

de la Ley Org nica Constitucional N  18.575; 1 y 2 de la Ley N  19.123; 1 y 2 de laá ° °  

Ley N  19.992; 1 de la Ley N  20.874; 1437, 1698 y siguientes, 1712, 2284, 2314, 2332,° °  
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2514 y 2515 del C digo Civil; y 144, 160, 170, 254, 341, 342 N  3, 383, 384, 748 y 751ó °  

del C digo de Procedimiento Civil; ó SE DECLARA:

I.- Que, se rechaza las excepciones de reparaci n integral, as  como tambi n laó í é  

de prescripci n extintiva opuestas por el demandado en su escrito de contestaci n.ó ó

II.-  Que, se acoge la demanda de indemnizaci n de perjuiciosó  deducida en 

autos, solo en cuanto se condena al demandado FISCO DE CHILE a pagar en favor 

de las demandantes y como compensaci n del da o moral sufrido como v ctimas deó ñ í  

prisi n pol tica y torturas, por parte de Agentes del Estado durante la dictadura militar,ó í  

las sumas que se indican:

.- A do a ñ MAR A ISABEL LE N MILLACARISÍ Ó , la suma de $60.000.000.- 

(sesenta millones de pesos).

.- A do a ñ MARTA SOLEDAD ORT ZAR MI OÚ Ñ , la suma de $50.000.000.- 

(cincuenta millones de pesos).

Estas sumas deber n ser pagadas debidamente reajustadas seg n la variaci n queá ú ó  

experimente el ndice de Precios al Consumidor entre la fecha en que esta sentenciaÍ  

quede  debidamente  ejecutoriada  y  hasta  su  pago  efectivo,  devengando  intereses 

corrientes para operaciones reajustables en moneda nacional desde la fecha en que el 

deudor sea constituido en mora.                        

III.- Que, cada parte pagar  sus costas.á

REG STRESE, NOTIF QUESE Y CONS LTESE SI NO SE APELARE Í Í Ú

ROL C-1663-2022 

DICTADA POR MANUEL FIGUEROA SALAS, JUEZ TITULAR DEL 

SEGUNDO JUZGADO CIVIL DE SANTIAGO.

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintis is de Octubre de dos mil veintitr sé é .
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